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I. COMPETENCIA.

El Pleno de la Suprema Corte
de  Justicia  de  la  Nación  es
competente  para conocer del
presente asunto.
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II.
PRECISIÓN  DE  LA  NORMA
RECLAMADA. 

Se  tiene  por  impugnado  el
artículo  20  Bis  del  Código
Penal  para  el  Estado Libre  y
Soberano  de  Quintana  Roo,
adicionado  mediante  el
Decreto  número  211,
publicado  el  diez  de  abril  de
dos  mil  veinticuatro  en  el
Periódico Oficial del Estado de
Quintana Roo.
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III. OPORTUNIDAD. 
El escrito inicial  es oportuno,
ya que se presentó dentro del
plazo correspondiente. 
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IV. LEGITIMACIÓN.
El  escrito  inicial  fue
presentado  por  parte
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Soberano de Quintana Roo.

No  obstante,  al  no  haberse
alcanzado  la  votación
calificada  requerida  para
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VII. DECISIÓN.

PRIMERO. Es  procedente la
presente  acción  de
inconstitucionalidad.

SEGUNDO. Se  desestima en
la  presente  acción  de
inconstitucionalidad. 

TERCERO. Publíquese esta
resolución  en  el  Semanario
Judicial de la Federación y su
Gaceta.
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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en

sesión correspondiente al veintiocho de abril de dos mil veinticinco, emite

la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve la  acción de inconstitucionalidad 104/2024,

promovida  por  el  Poder  Ejecutivo  Federal,  por  conducto  de  la  Consejería

Jurídica, en contra del artículo 20 Bis del Código Penal para el Estado Libre y

Soberano  de  Quintana  Roo,  adicionado  mediante  el  Decreto  número  211,

publicado el diez de abril  de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial del

Estado de Quintana Roo.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA.

1. Presentación de la demanda.  El nueve de mayo de dos mil veinticuatro, la

Consejera  Jurídica  del  Ejecutivo  Federal,  María  Estela  Ríos  González,  en

representación del  Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,  promovió

acción de inconstitucionalidad en contra del artículo 20 Bis del Código Penal

para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, adicionado mediante el
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Decreto número 211, publicado el diez de abril de dos mil veinticuatro en el

Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo.

2. Concepto de invalidez. En su escrito inicial,  la promovente expuso en su

único concepto de invalidez lo siguiente:

 Los órganos legislativo y ejecutivo del Estado de Quintana Roo, al emitir y promulgar
el artículo 20 Bis del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana
Roo,  vulneraron  los  principios  fundamentales  de  seguridad  jurídica  y  legalidad
previstos en los numerales 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

 La  porción  normativa  impugnada  no  es  clara,  precisa  ni  exacta  y  genera
incertidumbre al admitir distintas interpretaciones por parte de la autoridad encargada
de aplicar la norma. En particular, la definición de inteligencia artificial establecida en
el Decreto es imprecisa, amplia y ambigua. 

 La definición de inteligencia artificial debe ser más compleja de lo que se observa en
el  Decreto  impugnado  pues  esta  tecnología  se  encuentra  inmersa  en  el  uso  de
tecnologías de la información y comunicación. 

 La  inteligencia  artificial  conlleva  una  gama  innumerable  de  acciones  que  no  se
encuentran delimitadas por el legislador local,  de manera que no se tiene certeza
respecto  de  la  forma  en  que  la  inteligencia  artificial  pueda  aplicarse  como
herramienta o medio para la realización de la conducta que se pretende prohibir y
sancionar.  Por  ello,  la  adición  impugnada  no  permite  que  las  personas  tengan
certeza suficiente sobre lo que podría considerarse como inteligencia artificial. 

 No existe una interpretación clara y única que permita aplicar la norma sin acudir a
apreciaciones arbitrarias o discrecionales, en perjuicio de la certidumbre que debe
prevalecer a favor de las personas destinatarias.

 El Estado de Quintana Roo al incluir una definición ilimitada, imprecisa y abierta de
inteligencia  artificial  vulnera  los  principios  de  seguridad  jurídica,  legalidad  en  su
vertiente de taxatividad.

3. Radicación  y  turno. Mediante  acuerdo  de  trece  de  mayo  de  dos  mil

veinticuatro,  la  Ministra  Presidenta  de  la  Suprema Corte  de  Justicia  de  la

Nación  tuvo  por  recibido  el  escrito  inicial  y  ordenó  formar  y  registrar  el

expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 104/2024. Asimismo,

turnó  el  expediente  a  la  Ministra  Loretta  Ortiz  Ahlf  para  instruir  el

procedimiento correspondiente.

4. Admisión  y  trámite. El  tres  de  junio  de  dos  mil  veinticuatro,  la  Ministra

instructora admitió a trámite la presente acción de inconstitucionalidad, tuvo

como  autoridades  demandadas  a  los  Poderes  Legislativo  y  Ejecutivo  del

Estado de Quintana Roo y ordenó darles vista para que dentro del plazo de

quince días hábiles rindieran los informes correspondientes y remitieran copia

certificada del periódico oficial en el que constara la publicación de la norma
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impugnada. Asimismo, dio vista a la Fiscalía General de la República para

que, antes del cierre de instrucción, formulara el pedimento correspondiente.

5. Informe  del  Poder  Legislativo  del  Estado  de  Quintana  Roo. Mediante

escrito recibido en este Alto Tribunal el dos de julio de dos mil veinticuatro, la

Presidenta  de  la  Junta  de  Gobierno  y  Coordinación  Política  de  la  XVII

Legislatura  del  Poder  Legislativo  del  Estado  de  Quintana  Roo  rindió  su

informe,  mismo  que  fue  acordado  el  dieciséis  de  agosto  de  dos  mil

veinticuatro. En su informe, la autoridad expone, en síntesis, lo siguiente:

 El artículo 20 Bis del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana
Roo, adicionado a través del Decreto número 211, es constitucional y no trasgrede
ningún derecho humano.

Principio de seguridad jurídica, legalidad y taxatividad.
 El derecho de seguridad jurídica implica que el gobernado debe conocer cuáles son

las  consecuencias  jurídicas  de  los  actos  que  realiza.  Además,  el  actuar  de  las
autoridades  se  debe  encontrar  limitado  y  acotado,  de  manera  que  la  posible
afectación a la esfera jurídica no resulte caprichosa o arbitraria.

 La norma impugnada no viola el derecho de seguridad jurídica, ya que advierte que a
quien  use  la  inteligencia  artificial,  como herramienta  o  medio  para  hacer  hechos
constitutivos de delitos, se le aumentarán las penas previstas en el  delito que se
realizó hasta en una mitad más. 

 La definición de “inteligencia artificial”  prevista en el párrafo segundo de la norma
impugnada resulta clara y sin ambigüedades. Las legislaciones no son catálogos de
conceptos ni  diccionarios  que deban contener  definiciones precisas y exactas de
cada institución jurídica regulada. 

 El  artículo  21  Bis  del  Código  Penal  para  el  Estado  de  Quintana  Roo  contiene
elementos claros y suficientes para advertir los límites legales en la actuación de la
autoridad. De esta manera, es constitucional y no vulnera los principios de legalidad,
seguridad jurídica y taxatividad, toda vez que el concepto “inteligencia artificial” es
claro y entendible, de modo que brinda certeza jurídica al receptor y aplicador de la
norma.

Principio de progresividad.
 El principio de progresividad ordena ampliar el alcance y protección de los derechos

humanos en la  mayor medida posible  hasta lograr  su efectividad.  El  principio  de
progresividad en materia de los derechos humanos implica tanto gradualidad como
progreso.

 Ante el inminente crecimiento desmedido de la inteligencia artificial,  tanto por sus
beneficiarios como por el mal uso de esta herramienta, es indiscutible su regulación. 

 En cumplimiento al principio de exacta aplicación de la ley se estableció el concepto
de  inteligencia  artificial.  La  adición  del  artículo  impugnado  es  necesaria  para  la
protección efectiva y progresiva de los derechos humanos de la ciudadanía.

 Conforme al principio de progresividad en su sentido positivo, el legislador tiene la
obligación de ampliar el alcance y tutela de los derechos humanos, y el aplicador, el
deber  de  interpretar  las  normas  de  manera  que  se  amplíen  esos  aspectos  de
derechos.

Libertad de configuración del legislador.
 Con base en la libertad de configuración, tiene la facultad de legislar en su orden

interno  en  todo  cuanto  no  esté  reservado  por  la  Constitución  General  a  los
funcionarios federales. Dicha libertad configurativa se debe respetar en el marco de
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sus atribuciones, en relación con la fuerza normativa de los principios democráticos y
de separación de poderes.

 Las adecuaciones legislativas contenidas en el Decreto número 211 se realizaron en
uso  de  su  libertad  de  configuración,  conforme  a  las  facultades  señaladas  en  el
artículo 73 constitucional y en beneficio de la colectividad al tutelar el bien jurídico de
la seguridad, privacidad e intimidad. 

 

6. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo. Mediante

escrito  recibido  en  este  Alto  Tribunal  el  cuatro  de  julio  de  dos  mil

veinticuatro, el titular de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del

Estado de Quintana Roo, en representación del Poder Ejecutivo de la

entidad,  rindió  el  informe  solicitado.  Dicho  informe  fue  acordado  el

dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro, en el cual indicó que es cierto

que  su  representada  promulgó  y  publicó  el  decreto  impugnado.

Asimismo, expuso, en esencia, las consideraciones que a continuación

se precisan:

 Conforme al artículo 19, fracción VIII, en relación con el 65, párrafo primero, de la
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la acción de inconstitucionalidad es improcedente
al  no  hacer  valer  violaciones  a  la  Constitución,  ya  que  no  contiene  argumentos
lógicos  y  jurídicos  que  confronten  la  norma  que  tilda  de  inconstitucional  con  el
derecho transgredido. 

 La promulgación y publicación del Decreto número 211 impugnado no contraviene
los  preceptos  constitucionales  ni  los  derechos  fundamentales  que  se  estiman
violados, pues fueron realizados conforme a lo establecido en los artículos 69 y 91,
fracciones I,  II  y XIII,  de la  Constitución Política del  Estado Libre y Soberano de
Quintana Roo y 2, párrafo segundo, y 7 de la Ley del Periódico Oficial del Estado de
Quintana Roo.

 El acto de publicación, por sí mismo, no contradice ni contraviene la Constitución
Federal ni los derechos fundamentales, además de que los conceptos de invalidez
no se dirigen a los actos del procedimiento legislativo atribuidos a su representada.

 Los  conceptos  de  invalidez  son  infundados,  ya  que  el  Decreto  impugnado  se
promulgó y publicó en observación a los derechos reconocidos por la Constitución
Federal, tales como legalidad y seguridad jurídica.

 Las normas impugnadas no son disruptivas de los principios de legalidad y seguridad
jurídica  protegidos  por  los  artículos  14  y  16  constitucionales,  pues  no  establece
conceptos ambiguos que pudieran permitir su aplicación arbitraria por parte de las
autoridades  jurisdiccionales,  pues  se  especifican  claramente  los  elementos
constitutivos de delito y se establece de manera clara y concreta el significado y/o
concepto de “inteligencia artificial”. 

 La definición de “inteligencia artificial” no es un tipo penal específico sino un medio
para cometer los delitos. El legislador no lo catalogó como conducta por lo que no
puede resultar imprecisa, ambigua o poco clara. 

 La definición que se incluye en el tipo penal resulta clara, precisa y exacta, pues se
establecen  vocablos  descriptivos  para  delimitar,  en  la  medida  de  lo  posible  y
aceptable,  lo  que se entiende por inteligencia artificial,  quedando de esa manera
debidamente establecida la conducta y la consecuencia jurídica por la comisión de
dicho ilícito.
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 Una  norma  no  puede  declararse  inconstitucional  por  el  hecho  de  contar  con
conceptos  ambiguos  o  que  no  cuenten  con  una  definición  explícita  porque  el
legislador no está obligado a definir vocablos o locuciones utilizados en los artículos
constitucionales. Aunque el ideal es disminuir la confusión que esta pueda generar,
resulta una tarea imposible  prevenir  la  totalidad  de situaciones y  casos para  los
cuales una norma pueda ser aplicada.

 No existe violación a los principios constitucionales de legalidad y seguridad jurídica
ni  se  contraviene  el  principio  de  taxatividad,  pues  contrario  a  lo  manifestado,  el
legislador precisó el significado de inteligencia artificial.

 Si bien tal  vocablo pudiera tener una mayor extensión,  es imperativo y no existe
impedimento  alguno  para  que  los  juzgadores  puedan  apoyarse en  opiniones  y/o
dictámenes de expertos en la materia para hacer una aplicación adecuada al caso
concreto, sin que ello implique que queda a discrecionalidad de jueces o funcionarios
administrativos una interpretación extensiva de las normas penales.

7. Pedimento de la Fiscalía General de la República. Mediante escrito

recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este

Alto Tribunal el veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro, la titular de la

Unidad Especializada en Asuntos Jurídicos de la Fiscalía General de la

República emitió su opinión, la cual se tuvo por presentada el dos de

septiembre de dos mil veinticuatro. En dicho documento, se expresaron

las consideraciones que a continuación se precisan:

 La causal de improcedencia alegada por el Poder Ejecutivo del Estado de Quintana
Roo se debe desestimar, ya que para determinar si el Poder Ejecutivo Federal hizo
valer  cuestiones  tendentes  a  demostrar  la  inconstitucionalidad  del  precepto
impugnado, es necesario que se estudie el fondo del asunto.

 El  concepto  de invalidez  planteado  por  el  Ejecutivo  Federal  es  fundado,  pues la
norma  impugnada  vulnera  los  principios  de  seguridad  jurídica  y  legalidad  en  su
vertiente de taxatividad.

 La definición de inteligencia artificial prevista en el artículo impugnado no es clara,
precisa ni exacta, pues admite distintas interpretaciones lo cual genera incertidumbre
a  sus  destinatarios.  Además,  la  descripción  de  dicha  tecnología  vinculada  como
medio comisivo no aporta los suficientes elementos que describan adecuadamente la
conducta sancionada.

8. Alegatos. La delegada del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y el

titular de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado de Quintana

Roo,  en  representación  del  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  formularon  sus

alegatos  los  días  veintiocho  de  agosto  y  diez  de  septiembre  de  dos  mil

veinticuatro, respectivamente. El dos y veinticinco de septiembre de dos mil

veinticuatro se acordaron los referidos alegatos.
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9. Cierre de la instrucción. El trece de noviembre de dos mil veinticuatro, la

Ministra  instructora  cerró  la  instrucción  del  asunto  a  efecto  de  elaborar  el

proyecto de resolución correspondiente.

I. COMPETENCIA.

10. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente

para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con

lo  dispuesto  en  los  artículos  105,  fracción  II,  inciso  c),  de  la  Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos1 y 10, fracción I, de la Ley Orgánica

del  Poder  Judicial  de  la  Federación,2 publicada  en  el  Diario  Oficial  de  la

Federación el siete de junio de dos mil veintiuno,3 en relación con el Punto

Segundo, fracción II, del Acuerdo General Plenario 1/20234, publicado en el

Diario Oficial de la Federación el tres de febrero de dos mil veintitrés, toda vez

que  el  Poder  Ejecutivo  Federal,  por  conducto  de  la  Consejería  Jurídica,

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentaria, de los asuntos siguientes: […]
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción
entre una norma de carácter general y esta Constitución.
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por: […]
c) El  Ejecutivo Federal,  por conducto del  Consejero Jurídico del  Gobierno,  en contra de normas
generales de carácter federal y de las entidades federativas;
2 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno:
I. De  las  controversias  constitucionales  y  acciones  de  inconstitucionalidad  a  que  se  refieren  las
fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
3 Lo anterior, de conformidad con el Artículo Transitorio Tercero del Decreto por el que se expide la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el
veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, que dispone:
Tercero. Hasta  en  tanto  las Ministras  y  Ministros  electos tomen protesta  de  su  encargo  ante el
Senado de la República el 1o. de septiembre de 2025, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se
regirá para todos los efectos por las atribuciones, competencias, obligaciones, reglas de votación,
faltas,  licencias  y  demás  disposiciones  contenidas  en  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  la
Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de junio de 2021; con excepción de la
materia  electoral  tal  como  está  previsto  en  la  Ley  General  de  Instituciones  y  Procedimientos
Electorales. En consecuencia, hasta la fecha señalada en el enunciado anterior, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación seguirá funcionando en Pleno o en Salas.
4 Acuerdo General número 1/2023, de veintiséis de enero de dos mil veintitrés, del tribunal
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos
que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a
las Salas, a los Plenos Regionales y a los Tribunales Colegiados de Circuito.
SEGUNDO.  El  Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su
resolución: […]
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos
interpuestos en éstas en los que sea necesaria su intervención;
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planteó la posible contradicción entre el artículo 20 Bis del Código Penal para

el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo y la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos.

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS.

11. En  términos  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  41,  fracción  I,  de  la  Ley

Reglamentaria  de las  Fracciones I  y  II  del  Artículo  105 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos,5 la sentencia deberá contener la

fijación  breve  y  precisa  de  las  normas  generales  que  son  materia  de  la

presente acción de inconstitucionalidad.

12. De la lectura del escrito de demanda, esta Suprema Corte de Justicia de la

Nación advierte que la Consejería accionante impugnó el artículo 20 Bis del

Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, adicionado

mediante  Decreto  número  211,  publicado  el  diez  de  abril  de  dos  mil

veinticuatro en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo. El contenido

de la norma controvertida es el siguiente:

Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo.

Artículo 20 Bis. Quien haga uso de la inteligencia artificial como herramienta o
medio para la realización de hechos constitutivos de delitos contemplados así en
este Código Penal, se le aumentarán las penas previstas en el delito que fuese
realizado hasta en una mitad más.
 
Para  efectos  del  párrafo  anterior,  se  entenderá  por  inteligencia  artificial  a  la
capacidad de los sistemas tecnológicos, informáticos, softwares o aplicaciones
de una máquina para simular las capacidades humanas como el razonamiento,
el aprendizaje, la creatividad, la capacidad de planear y procesar datos para la
realización de tareas específicas y autónomas.

III. OPORTUNIDAD.

5 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 41. Las sentencias deberán contener:
I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y,
en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; […]
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13. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de

las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos,6 el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad

es de treinta días naturales, computados a partir del día siguiente a la fecha

en que la norma general sea publicada en el medio oficial correspondiente.

14. En este caso, el Decreto número 211, por medio del cual se adicionó la norma

impugnada al  Código Penal  para el  Estado Libre y Soberano de Quintana

Roo, fue publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el diez de abril de

dos  mil  veinticuatro.  Por  lo  cual,  el  plazo  para  promover  la  demanda

respectiva transcurrió del jueves once de abril al viernes diez de mayo de dos

mil veinticuatro. Por lo tanto, si el escrito de demanda fue presentado en este

Alto Tribunal el jueves nueve de mayo de dos mil veinticuatro, resulta evidente

que  su  presentación  fue  oportuna,  pues  se  realizó  un  día  antes  de  su

vencimiento.

IV. LEGITIMACIÓN.

15. En términos del artículo 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Política

de los Estados Unidos Mexicanos7, el Poder Ejecutivo Federal, por conducto

de la Consejería Jurídica, es un ente legitimado para promover el presente

medio de control  constitucional  en contra de normas generales federales o

estatales.  Al  respecto,  el  párrafo  primero  del  artículo  11  de  la  Ley

Reglamentaria8 señala que los promoventes deben comparecer a juicio por

6 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales
contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean
publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda
podrá presentarse el primer día hábil siguiente.
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.
7 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentaria, de los asuntos siguientes: […]
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción
entre una norma de carácter general y esta Constitución. […]
c) El  Ejecutivo Federal,  por conducto del  Consejero Jurídico del  Gobierno,  en contra de normas
generales de carácter federal y de las entidades federativas; […]
8 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio
por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para
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conducto de las personas funcionarias que legalmente estén facultadas para

ello, mientras que el párrafo tercero del referido precepto9 establece que el

Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  será  representado  por  el

secretario  de  estado,  por  el  jefe  del  departamento  administrativo  o  por  el

Consejero  Jurídico,  conforme  lo  determine  el  propio  Presidente,  y

considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley.

16. En el presente caso,  el  Poder Ejecutivo Federal  acude por conducto de la

Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal, quien acredita su personalidad con

copia certificada de su nombramiento, expedido el dos de septiembre de dos

mil veintiuno, y presenta demanda en contra del artículo 20 Bis del Código

Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, al considerar que

vulnera  los  principios  de  seguridad  jurídica  y  legalidad,  previstos  en  los

numerales 14 y 16 de la Constitución Federal. En consecuencia, se concluye

que  la  presente  acción  de  inconstitucionalidad  fue  promovida  por  parte

legitimada para ello.

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO.

17. Las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad

son de estudio preferente, motivo por el cual se procede a analizar las causas

de  improcedencia  formuladas,  así  como  aquellas  que,  en  su  caso,  sean

advertidas de oficio por este Alto Tribunal. 

V.1. No se hacen valer violaciones a la Constitución.

18. El Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo sostiene que, con base en el

artículo 19, fracción VIII, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del

representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación
legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. […]
9 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 11. […]
El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado por el secretario de estado, por el
jefe del departamento administrativo o por el Consejero Jurídico del Gobierno, conforme lo determine
el propio Presidente, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El
acreditamiento  de  la  personalidad  de  estos  servidores  públicos  y  su  suplencia  se  harán  en  los
términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.
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Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,10 la

demanda es improcedente debido a que, a su consideración, la accionante no

hizo valer argumentos lógicos y jurídicos que hagan notar una vulneración a

los preceptos constitucionales que se consideran violados y que directamente

transgredan  alguna  disposición  constitucional,  ya  que  de  manera  genérica

enuncia la vulneración a los principios previstos en los numerales 14 y 16 de

la Constitución Federal.

19. A juicio de este Tribunal Pleno, este planteamiento no es acertado ya que de

la lectura integral del escrito inicial de demanda se advierte que la accionante

señala  a  los  artículos  14  y  16  de  la  Constitución  Federal  como  las

disposiciones  vulneradas  por  la  normativa  impugnada,  los  cuales  son  el

fundamento de los conceptos de invalidez esgrimidos. En este sentido, como

ya  se  precisó,  el  Poder  Ejecutivo  Federal  expresa  en  sus  conceptos  de

invalidez, esencialmente, que la norma impugnada transgrede los principios

fundamentales  de  seguridad  jurídica  y  legalidad,  en  su  vertiente  de

taxatividad, los cuales se encuentran previstos en las referidas disposiciones,

debido  a  que  dicha  norma  no  es  clara,  precisa,  ni  exacta  y  genera

incertidumbre al  admitir  distintas  interpretaciones por  parte  de la autoridad

encargada de aplicar la norma.

20. Ahora  bien,  si  existe  o  no  vulneración  a  los  preceptos  constitucionales

invocados por la accionante es una cuestión que involucra el estudio del fondo

del asunto. Por lo anterior, dicha causal debe desestimarse.11

V.2. Promulgación y publicación del acto reclamado.

21. Por  otro  lado,  el  Poder  Ejecutivo  local  señala  en  su  informe  que  la

promulgación  y  publicación  del  acto  impugnado  se  realizó  en  estricta
10 Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: 
[…]
VIII. Cuando de la demanda se advierta que no se hacen valer violaciones a la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.
11 Tesis  jurisprudencial,  P./J.  36/2004 (9a),  publicada  en la  Gaceta  del  Semanario  Judicial  de  la
Federación y su Gaceta, junio de 2004, Tomo XXXI, página 865, registro digital 181395, de rubro:
“ACCIÓN  DE  INCONSTITUCIONALIDAD.  SI  SE  HACE  VALER  UNA  CAUSAL  DE
IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE.”
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observancia y cumplimiento de las obligaciones que le confiere la Constitución

local, por lo que el acto de publicación no resulta inconstitucional.

22. Si bien, dicho argumento no fue señalado expresamente como una causa de

improcedencia, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado

que el Poder Ejecutivo local, al tener injerencia en el proceso legislativo de las

normas impugnadas para otorgarles  plena validez y eficacia,  se encuentra

implicado en la emisión de la norma por lo que debe responder por la validez

de sus actos frente al  orden constitucional,  con independencia  de que los

conceptos  de  invalidez  se  formulen  en  contra  de  actuaciones  que  se  le

atribuyan propiamente.12 

23. En ese sentido, este argumento debe desestimarse ya que no constituye una

causal de improcedencia prevista en el artículo 19 de la Ley Reglamentaria en

la materia.

24. Considerando que este Alto Tribunal no advierte de oficio alguna otra causal

de improcedencia o motivo de sobreseimiento, se procede a realizar el estudio

de fondo respectivo.

VI. ESTUDIO DE FONDO.

25. En  su  único  concepto  de  invalidez,  el  Ejecutivo  Federal  sostiene  la

inconstitucionalidad del artículo 20 Bis del Código Penal para el Estado Libre y

Soberano de Quintana Roo, argumentando que es violatorio de los principios

de legalidad y seguridad jurídica en su vertiente de taxatividad. El Ejecutivo

promovente  estima  que  la  definición  dada  al  concepto  de  “inteligencia

artificial” no es clara, precisa ni exacta, por lo que se genera incertidumbre al

admitir  distintas  interpretaciones  por  parte  de  la  autoridad  encargada  de

aplicar la norma. Al respecto, enfatiza que la definición debe ser más compleja
12 Al respecto, resulta aplicable por analogía la tesis jurisprudencial P./J. 38/2010 (9a), publicada en la
Gaceta del Seminario Judicial de la Federación, abril  de 2010, Tomo XXXI, página 1419, registro
digital  164865,  de  rubro:  “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD.  DEBE DESESTIMARSE LA
CAUSA  DE  IMPROCEDENCIA  PLANTEADA  POR  EL  PODER  EJECUTIVO  LOCAL  EN  QUE
ADUCE  QUE  AL  PROMULGAR  Y  PUBLICAR  LA  NORMA  IMPUGNADA  SÓLO  ACTUÓ  EN
CUMPLIMIENTO DE SUS FACULTADES.”
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ya que dicha tecnología se encuentra inmersa en el uso de tecnologías de la

información y comunicación, por lo que no se tiene certeza suficiente sobre lo

que podría considerarse como inteligencia artificial.

26. A fin de dar respuesta a ese concepto de invalidez, es necesario retomar el

parámetro  de  regularidad  constitucional  establecido  por  este  Alto  Tribunal

respecto del principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad. Una vez

precisado  lo  anterior,  se  contextualizará  la  evolución  de  la  inteligencia

artificial, así como las problemáticas que surgen del uso de esta tecnología.

Finalmente, se analizará si la norma impugnada vulnera el referido principio.

VI.1. Parámetro de regularidad constitucional del principio de legalidad, 

en su vertiente de taxatividad.

27. El principio de legalidad se encuentra reconocido tanto en el artículo 14 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,13 como en el diverso 9

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.14 Este Alto Tribunal

ha  reconocido  a  este  principio  como  un  pilar  de  la  democracia,  que  se

manifiesta a través de tres vertientes: los principios de taxatividad, reserva de

ley y no retroactividad de las normas. En conjunto, estas tres vertientes tienen

como  objetivo  garantizar  la  aplicación  imparcial  de  la  ley  y,  por  ende,  la

seguridad jurídica de los destinatarios de la norma.

28.  Conforme a este principio, solo se puede castigar un hecho si su punibilidad

se encuentra prevista en una ley antes de su comisión, pues la tipicidad se

13  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante
juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades
esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de
razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.
En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación
jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.
14 Convención Americana de Derechos Humanos.
Artículo 9. Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse
no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la
aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.
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trata  de  un  presupuesto  indispensable  para  acreditar  el  injusto  penal  y

constituye la base fundamental del principio de legalidad.

29. Al respecto, este Alto Tribunal ha señalado que el principio de legalidad exige

la exacta aplicación de la ley, que implica que el Estado solo puede sancionar

penalmente  las  conductas  debidamente  descritas  en  la  legislación

correspondiente como ilícitas y aplicar las penas prestablecidas en la ley para

sancionarlas,  con  el  fin  de  salvaguardar  la  seguridad  jurídica  de  las

personas.15 

30. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que una de las

derivaciones  del  principio  de  legalidad  es  la  exigencia  de  taxatividad o

exigencia de un contenido concreto y unívoco en la labor de tipificación de la

ley. Es decir, la necesidad de que la descripción típica no sea vaga, imprecisa,

abierta o demasiado amplia, de modo tal que permita la arbitrariedad en su

aplicación pues, para garantizar la prohibición de analogía o mayoría de razón

en la aplicación de la ley penal, ésta debe ser exacta.

31. Esto es así no solo porque la conducta ilícita corresponda a una sanción, sino

porque las normas penales deben cumplir con una función motivadora contra

la  realización  de  delitos  y  para  ello  es  imprescindible  que  las  conductas

punibles y las sanciones aplicables estén descritas con exactitud y claridad,

pues no puede evitarse aquello que no se tiene posibilidad de conocer con

certeza.

32. En este sentido, el principio de taxatividad constituye un importante límite al

legislador penal en un Estado democrático y de derecho en el que existen dos

valores fundamentales: la certeza jurídica y la imparcialidad en la aplicación

del derecho.  Esto implica que el legislador tiene el deber constitucional  de

formular los supuestos de hecho de las normas penales en términos precisos,
15 Sustenta lo anterior la tesis P. XXI/2013 de este Tribunal Pleno, de rubro “EXACTA APLICACIÓN
DE LA LEY PENAL. ESTE DERECHO FUNDAMENTAL, CONTENIDO EN EL TERCER PÁRRAFO
DEL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
SALVAGUARDA LA SEGURIDAD JURÍDICA DE LAS PERSONAS”,  publicada en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, pág. 191, registro
digital: 2003572.
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es decir, las normas sancionadoras deben describir con suficiente precisión

qué conductas  están prohibidas  y  qué sanciones  se impondrán a quienes

incurran en ellas.

33. Lo anterior ya que, por un lado, la autoridad legislativa no puede sustraerse

del deber de consignar leyes con expresiones y conceptos claros, precisos y

exactos al prever las penas y describir las conductas que señala como típicas;

y, por otro lado, las leyes deben incluir todos sus elementos, características,

condiciones,  términos  y  plazos  para  evitar  confusiones  en  su aplicación  o

demérito en la defensa del procesado.16

34. De  conformidad  con  este  principio,  la  precisión  en  las  disposiciones

normativas  es  una cuestión  de grado.  Lo  que se busca no  es validar  las

normas únicamente si se detecta una certeza absoluta de los mensajes del

legislador, pues ello sería lógicamente imposible. Más bien lo que se pretende

es que el grado de imprecisión sea razonable, es decir, que el precepto sea lo

suficientemente claro como para reconocer su validez, en tanto se considera

que el mensaje legislativo cumplió esencialmente su cometido dirigiéndose al

núcleo esencial de casos regulados por la norma.17

35. Sin embargo, el otro extremo sería la imprecisión excesiva o irrazonable, es

decir, un grado de indeterminación tal que provoque en los destinatarios la

confusión o incertidumbre por no saber cómo actuar ante la norma jurídica. La

certeza jurídica y la imparcialidad en la aplicación del derecho -se insiste- son

los valores subyacentes al principio de taxatividad.18 En este tenor, la garantía
16 Al  respecto  véase  el  criterio  contenido  en  la  tesis  aislada  P.  IX/95,  de  rubro:  “EXACTA
APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL, GARANTÍA DE. SU CONTENIDO Y ALCANCE
ABARCA TAMBIÉN A LA LEY MISMA.”,  publicada  en  la  Gaceta  del  Semanario  Judicial  de  la
Federación y su Gaceta, tomo I, mayo de 1995, pág. 82, registro digital 200381. Asimismo, el criterio
contenido  en  la  tesis  de  jurisprudencia  1a./J.  10/2006,  de  la  Primera  Sala,  de  rubro:  “EXACTA
APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. LA GARANTÍA, CONTENIDA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL
ARTÍCULO  14  DE  LA CONSTITUCIÓN  FEDERAL,  TAMBIÉN  OBLIGA  AL  LEGISLADOR.”
consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIII, marzo de 2006, pág.
84, registro digital: 175595.
17 Véase la tesis jurisprudencial  1a./J. 54/2014, de rubro: “PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN
SU  VERTIENTE  DE  TAXATIVIDAD.  ANÁLISIS  DEL  CONTEXTO  EN  EL  CUAL  SE
DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES DESTINATARIOS.”,
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo I, libro 8, julio de 2014, pág.
131, registro digital: 2006867.
18 En el mismo sentido, véase la sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 221/2023, Pleno
de la  Suprema Corte  de  Justicia  de la  Nación,  Ponente:  Ministro  Juan  Luis  González  Alcántara
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de legalidad  en  materia  penal  se  incumple  con  una  tipificación  confusa  o

incompleta  que  obligue  a  los  gobernados  a  realizar  las  labores  de

interpretación analógica o por mayoría de razón, pues no todas las personas

están preparadas para realizar esta tarea a fin de conocer las conductas que

les están prohibidas.

36. Por otro lado, el mandato de taxatividad no puede exigir una determinación

máxima,  porque  ello  supondría  una  exigencia  desmedida  del  principio  de

legalidad.  Así,  la  taxatividad  tiene  un  matiz  consistente  en  que  los  textos

legales que contienen las normas penales únicamente deben describir  con

suficiente precisión cuáles conductas están prohibidas y qué sanciones se

impondrán a quienes incurran en ellas. La exigencia en cuanto a la claridad y

precisión es gradual. 

37. Se  puede  esclarecer  una  cierta  tensión  estructural  en  el  mandato  de  la

taxatividad: alcanzar el punto adecuado entre precisión (claridad) y flexibilidad

de una disposición normativa para que,  en una sana colaboración con las

autoridades  judiciales,  dichas  disposiciones  puedan  ser  interpretadas  para

adquirir  mejores contornos  de determinación,  es  decir,  como la  legislación

penal no puede renunciar a la utilización de expresiones, conceptos jurídicos,

términos  técnicos,  vocablos  propios  de  un  sector  o  profesión  (y  por  ello

necesitados de concreción) entonces el legislador y las autoridades judiciales

se reparten el trabajo para alcanzar, de inicio, una suficiente determinación y,

posteriormente, una mayor concreción.

38. Por ello, una disposición normativa no es inconstitucional si el legislador no

define cada vocablo o locución que utiliza, ya que ello tornaría imposible la

función  legislativa,  pues  el  mandato  de  taxatividad  sólo  puede  obligar  al

legislador  penal  a  una  determinación  suficiente  y  no  a  la  mayor  precisión

imaginable. 

Carrancá, diecisiete de junio de dos mil veinticuatro. Aprobado por unanimidad de diez votos de las
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá,
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Pardo Rebolledo, Batres Guadarrama, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez
Dayán y Presidenta Piña Hernández.
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39. En este sentido,  un análisis  sobre el  grado de suficiencia  en la claridad y

precisión  de  una  expresión  no  debe  efectuarse  teniendo  en  cuenta

únicamente el texto de la ley, sino que se puede acudir a (i) la gramática y (ii)

el contraste de esa expresión en relación con otras expresiones contenidas en

la misma u otra disposición normativa. Este Alto Tribunal ha considerado que

también se puede atender  al  (iii)  contexto  en el  cual  se desenvuelven las

normas y (iv) sus posibles destinatarios.19

40. Es importante precisar que la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia

de la Nación ha sostenido que el principio de taxatividad no tiene el alcance

de imponer al legislador la obligación de establecer en un solo precepto legal,

ni los tipos penales ni las penas, sino tan solo el que éstas se describan y

establezcan con claridad y precisión, por lo que resulta jurídicamente válido

que el legislador, al formular un tipo penal, establezca su redacción en más de

un artículo; desde luego, siempre y cuando el texto de los preceptos permita

advertir de forma clara la relación entre ellos, así como que, en su conjunto,

describan  con  suficiente  precisión  qué  conducta  y/o  conductas  están

prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en ellas.20

41. La exigencia de taxatividad no genera impunidad ni puede traducirse en la

alteración  de  la  política  criminal  del  legislador,  ya  que  dicho  principio  no

protege únicamente al probable culpable sino también a la sociedad. De esta

manera, la taxatividad genera seguridad jurídica no sólo para el gobernado al

conocer con exactitud aquello que se considera delito, sino que permite que

las  autoridades  encargadas  de  aplicar  la  norma  penal  no  actúen

arbitrariamente.

19 Al respecto es ilustrativa la tesis 1a. CCCXXX/2015 (10a.) de la Primera Sala, de rubro: “ASALTO.
LAS EXPRESIONES "ASENTIMIENTO" Y "FIN ILÍCITO", PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 173 DEL
CÓDIGO  PENAL  PARA  EL  ESTADO  DE  HIDALGO,  NO  VULNERAN  EL  PRINCIPIO  DE
TAXATIVIDAD  DE  LA  NORMA,  PREVISTO  EN  EL  ARTÍCULO  14  DE  LA  CONSTITUCIÓN
FEDERAL”,  publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 24, Tomo I,
noviembre de 2015, pág. 950, registro electrónico 2010337.
20 Amparo directo en revisión 749/2018, resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación en sesión de cinco de septiembre de dos mil dieciocho, por mayoría de tres votos de los
señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Gutiérrez Ortiz Mena y Piña Hernández (Ponente). Los
señores Ministros Cossío Díaz y Pardo Rebolledo votaron en contra. 
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42. En conclusión, el principio de taxatividad exige que el grado de determinación

de la conducta típica debe ser lo suficientemente claro para que el objeto de la

prohibición sea conocido sin problemas por el destinatario de la norma. Esto

implica  que  la  norma  debe  especificar  sus  elementos  de  manera

suficientemente clara y exacta.

43. Lo anterior porque, al no describirse exactamente la conducta reprochable en

el tipo penal, se corre un doble riesgo: que se sancione a los gobernados por

conductas que, no estando integradas en el tipo de manera expresa, sean

ubicadas  dentro  del  mismo  por  el  órgano  jurisdiccional;  o  que,  estando

integradas  en  el  tipo  penal,  por  su  ambigüedad,  el  órgano  jurisdiccional

determine que no se ubican en el mismo.

44. Sin embargo, no es razonable esperar que una norma contenga un significado

universal e inequívoco, (particularmente en el contexto altamente tecnificado

de la modernidad), sino que basta con que sea “suficientemente clara”, para

trasmitir  el  núcleo  fundamental  de  la  conducta  prohibida  y  las  sanciones

correspondientes.21

45. Por lo anterior, resulta evidente que, en este caso, corresponde al legislador

del Estado de Quintana Roo el deber de legislar con la terminología más clara

y precisa posible, particularmente en relación con una tecnología sensible y

de altas  consecuencias  sociales,  como lo  es  la  inteligencia  artificial.  Para

determinar  el  grado  de  precisión  de  la  norma  impugnada,  y  juzgar  si  su

formulación contraviene o no el principio de taxatividad, primero es necesario

contextualizar la evolución de la inteligencia artificial, así como sus principales

regulaciones.

VI.2. Contextualización y evolución de la inteligencia artificial.

21 Tesis  jurisprudencial  1a./J.  54/2014  de  rubro: “PRINCIPIO  DE  LEGALIDAD  PENAL  EN  SU
VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE DESENVUELVEN
LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES DESTINATARIOS.”,  publicada en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 8, Tomo I, julio de 2014, pág. 131, registro
digital: 2006867.
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46. Esta Suprema Corte  de  Justicia  de  la  Nación  no  es  ajena  a los  avances

tecnológicos más recientes, como es el caso de la inteligencia artificial. Esta

tecnología tiene el potencial de cambiar nuestras sociedades, acelerando la

consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 de

la Organización de las Naciones Unidas.22

47. Si  bien,  esta  tecnología  se ha popularizado a partir  de finales  de dos mil

veintidós,  con el  lanzamiento de  ChatGPT, tiene sus orígenes desde hace

más  de  medio  siglo.  En  1956,  durante  la  conferencia  de  Darthmouth,

convocada por John Mcarthy en los Estados Unidos de América, se acuñó el

concepto de “inteligencia artificial” para referir los sistemas computacionales

que,  según se pronosticaba,  pronto serían capaces de realizar  actividades

antes reservadas para la inteligencia humana. Durante la conferencia, Allen

Newell,  Herbert  A.  Simon,  y  Cliff  Shaw,  lanzaron  “The  Logic  Theorist”,

generalmente aceptado como el primer software de inteligencia artificial en la

historia.23

48. Las  décadas  que  siguieron  fueron  prósperas  para  el  desarrollo  de  esta

tecnología, pues estos sistemas se volvieron progresivamente mejores en la

realización de tareas puntuales y determinadas. Para 1997, por ejemplo, el

sistema “Deep Blue” de IBM, consiguió derrotar al campeón mundial y Gran

Maestro  de  Ajedrez,  Gary  Kasparov,  reanimando  el  entusiasmo  de

investigadores y desarrolladores frente al potencial de esta herramienta. No

obstante, las limitaciones tecnológicas que aún existían, particularmente con

respecto a la capacidad para almacenar información, no permitieron que se

alcanzara  la  meta  de  desarrollar  una  inteligencia  artificial  verdaderamente

autónoma en cuanto a su proceso de toma de decisiones.24

22 Organización de las Naciones Unidas, “Gobernanza de la IA en beneficio de la humanidad. Informe
final”, septiembre de 2024, pág.7.
23 Rockwell  Anyoha,  “The  history  of  Artificial  Intelligence”,  Harvard  University,  (2017)  [en  línea].
Disponible  en:  https://sitn.hms.harvard.edu/flash/2017/history-artificial-intelligence/ [última  fecha  de
consulta: 29 de octubre de 2024].
24 Idem.
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49. Actualmente,  la  situación  ha  cambiado.  Gracias  a  las  técnicas  de

“aprendizaje automático”25 y el  “aprendizaje profundo”,26 estos sistemas

son  capaces  de  procesar  grandes  cantidades  de  información,  de  manera

efectiva y ágil, sobrepasando la capacidad de cualquier ser humano. A través

de  estas  técnicas  y  a  la  capacidad  para  seguir  reglas  de  programación,

aprender  mediante  redes  neuronales  y  usar  inferencias  para  predecir

resultados,  es  posible  entrenar  a  los  modelos  modernos  de  inteligencia

artificial para que sean capaces de tomar decisiones con diversos grados de

autonomía.27

50. Si  bien,  esta tecnología puede ayudar a la humanidad a alcanzar grandes

beneficios en distintos sectores, tales como la economía, salud, educación, e

incluso en la impartición de justicia, presupone la materialización de diversos

riesgos y, debido a su rápido y exponencial desarrollo, su regulación implica

un alto grado de complejidad.

51. En relación con los riesgos de la inteligencia artificial, surge el concepto de la

“caja negra”,  el  cual  se refiere  a las dificultades para los seres humanos,

incluso  los  programadores,  para  conocer  los  procesos  internos  que  un

sistema de esta naturaleza ha llevado a cabo para alcanzar un resultado en

concreto  y,  consecuentemente,  torna  imposible  el  predecir  o  anticipar  sus

resultados.

25 El aprendizaje automático es una rama de la Inteligencia Artificial y la informática que se centra en
el  uso  de  datos  y  algoritmos  para  permitir  que  imite  la  forma  en  que  los  humanos  aprenden,
mejorando gradualmente su precisión. Véase IBM, ¿Qué es la inteligencia artificial (IA)?  [en línea].
Disponible en: ¿Qué es la Inteligencia Artificial (IA)? | IBM [última fecha de consulta: 07 de noviembre
de 2024].
26 El aprendizaje profundo, a diferencia del aprendizaje automático, utiliza redes neuronales multicapa
para simular la toma de decisiones de un cerebro humano, potenciando así las aplicaciones de la
inteligencia  artificial.  Veáse  IBM,  ¿Qué  es  machine  learning  (ML)?  [en  línea].  Disponible  en:
https://www.ibm.com/mx-es/topics/machine-learning [última fecha de consulta:  07 de noviembre de
2024]. Véase también: TORRES, M., “Derechos y desafíos de la Inteligencia Artificial”, en Ciencia y
Técnica  Administrativa.  Informes  Científicos  y  Técnicos [en  línea].  Disponible  en:
http://www.cyta.com.ar/biblioteca/bddoc/bdlibros/derechos_ia/derechos_ia_torres.htm#_Toc27294454
[última fecha de consulta: 29 de octubre de 2024].
27 UNESCO, “Kit de herramientas global sobre IA y el Estado de derecho para el poder judicial”, en
UNESCO [en  línea],  pág.  25.  Disponible  en:
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000387331_spa/PDF/387331spa.pdf.multi     [última fecha de
consulta: 29 de octubre de 2024].
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52. Asimismo,  pese  a  tratarse  de  sistemas  altamente  sofisticados,  se  han

reportado una gran cantidad de problemáticas que tienen como resultado un

comportamiento  erróneo  por  parte  del  sistema,  incluyendo  sesgos,28

alucinaciones,29 fragilidad de software,30 y/o desalineaciones.31

53. Con la evolución acelerada de esta tecnología, así como su proliferación y

creciente inclusión en todos los aspectos  de nuestra  vida diaria,  los  usos

indebidos de la misma también han incrementado.32 Particularmente, con la

inteligencia  artificial  generativa33 y  los  denominados  deepfakes,34 se  ha

28 Se refiere a la aparición de resultados sesgados debido a sesgos humanos que distorsionan los
datos de entrenamiento originales o el algoritmo de Inteligencia Artificial, lo que conduce a resultados
distorsionados y potencialmente perjudiciales.  Véase IBM, “¿Qué es el sesgo de la IA” [en línea]
Disponible en:  https://www.ibm.com/es-es/topics/ai-bias [última fecha de consulta: 29 de octubre de
2024].
29 La alucinación de Inteligencia Artificial es un fenómeno en el que un modelo de lenguaje grande
(LLM), a menudo un chatbot de Inteligencia Artificial generativa o una herramienta de visión artificial,
percibe patrones u objetos que son inexistentes o imperceptibles para los observadores humanos,
creando resultados que no tienen sentido o son totalmente inexactos.  Véase IBM “¿Qué son las
alucinaciones de la IA?” [en línea]. Disponible en: https://www.ibm.com/mx-es/topics/ai-hallucinations
[última fecha de consulta: 29 de octubre de 2024].
30 La fragilidad  de software de la  Inteligencia  Artificial  (en inglés:  “AI brittleness”)  se  refiere  a  la
incapacidad de la misma para adaptarse adecuadamente a nuevas circunstancias,  lo cual puede
hacer que la IA de resultados inesperados e inadecuados; véase: BELCHER, M. “Señales de que tu
software  se  está  deteriorando”  Cordurance,  (2024)  [en  línea]  Disponible  en:
https://www.codurance.com/es/publications/senales-software-deteriorando [última fecha de consulta:
7 de noviembre de 2024]; también véase ELIOT, L. “Exposing the Brittleness of Generative AI as
Exemplified by the Recent Gibberish Meltdown of ChatGPT”, Forbes, (2024) [en línea]. Disponible en:
https://www.forbes.com/sites/lanceeliot/2024/02/25/exposing-the-brittleness-of-generative-ai-as-
exemplified-by-the-recent-gibberish-meltdown-of-chatgpt/     [última fecha de consulta: 7 de noviembre
de 2024].
31 Los sistemas de inteligencia artificial generalmente se programan de tal manera que se “alineen”
con los valores humanos. En ese sentido,  la  desalineación ocurre  cuando el  sistema prioriza un
objetivo general a costa de los valores que también debería seguir. Véase, DUNG, L. “Current cases
of AI misalignment and their implications for future risks” Synthese (2023). 
32 El  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas  ha  advertido  sobre  los  usos  maliciosos  de  la
inteligencia  artificial,  véase:  ONU, “Sustained,  Structured Conversation around Risks,  Challenges,
Opportunities of  Artificial  Intelligence Vital,  Secretary-General  Tells  Safety  Summit”  SG/SM/22017,
(2023)  [en  línea]  Disponible  en:  https://press.un.org/en/2023/sgsm22017.doc.htm [última  fecha  de
consulta:  7  de   noviembre  de 2024];  respecto a  la  importancia  de  reconocer y  regular  los usos
maliciosos e  indebidos de la  IA,  véase también:  Asamblea  General  de la  ONU, “Aprovechar  las
oportunidades de sistemas seguros, protegidos y fiables de inteligencia artificial para el desarrollo
sostenible”  A/78/L.49  (2024)  [en  línea]  Disponible  en:
https://documents.un.org/doc/undoc/ltd/n24/065/95/pdf/n2406595.pdf [última fecha de consulta: 7 de
noviembre de 2024].
33 La inteligencia artificial generativa se refiere a aquellos modelos capaces de crear texto, imágenes,
audio  o  videos.  IBM  “¿Qué  es  la  IA  generativa?”  (2024)  [en  línea]  Disponible  en:
https://www.ibm.com/mx-es/topics/generative-ai [última fecha de consulta: 7 de Noviembre de 2024].
34 Un deepfake se refiere a la falsificación de imágenes, audios o videos con altos niveles de realismo,
pudiendo aparentar falsamente que una persona hizo o dijo algo. IBM, “Tech industry ramps up efforts
to  combat  rising  deepfake  threats”  (2024)  [en  línea]  Disponible  en:
https://www.ibm.com/blog/deepfake-detection/ [última fecha de consulta: 7 de noviembre de 2024].
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perpetuado la violencia de género en contra de la mujer atentando contra su

derecho a la intimidad sexual.35

54. Sin embargo,  los usos ilícitos de la inteligencia  artificial  no se limitan a la

violencia de género. La inmensa gama de usos que se le pueden dar a esta

tecnología hace posible la comisión de diversas clases de delitos, como es el

caso  del  fraude,  espionaje  e  incluso  terrorismo.36 Asimismo,  los  grandes

modelos  de  lenguaje,  como  ChatGPT,  podrían  ser  usados  para  obtener

instrucciones precisas para desarrollar armas, agentes químicos, biológicos, o

incluso  desarrollar  drogas  sintéticas.37 Adicionalmente,  la  capacidad  de  la

inteligencia artificial de dotar de autonomía a virtualmente cualquier máquina,

haría posible que la misma cause daños físicos o incluso la muerte de otras

personas, por ejemplo, a través del control de drones armados o vehículos

autónomos.38

55. Como se puede observar, al ser una tecnología de uso general y altamente

sofisticada, su regulación adecuada es de suma importancia, a fin de estar en

posibilidad de mitigar y prevenir los riesgos que la misma conlleva.

35 RUMMAN, C y. DHANYA, L. “«De todas formas, tu opinión no importa»: la violencia de género
facilitada por la tecnología en la era de la IA generativa” UNESCO, (2024) p. 15 [en línea] Disponible
en:  https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000389784 [última fecha de consulta: 7 de noviembre
de 2024].
36 UNICRI,  “Algorithms  and  Terrorism:  The  Malicious  Use  of  Artificial  Intelligence  for  Terrorist
Purposes” (2021) [en línea] Disponible en: https://unicri.it/sites/default/files/2021-06/Malicious%20Use
%20of%20AI%20-%20UNCCT-UNICRI%20Report_Web.pdf [última  fecha  de  consulta:  7  de
noviembre de 2024]; CABRALES ACOSTA, J.M. “La inteligencia artificial y la nueva delincuencia” El
Derecho,  (2024)  [en  línea]  Disponible  en:  https://elderecho.com/la-inteligencia-artificial-y-la-nueva-
delincuencia [última fecha de consulta: 7 de Noviembre de 2024]; HALL, I.  “AI-enabled criminality
‘probably’ biggest risk in financial fraud battle” Global Government Fintech (2024) [en línea] Disponible
en:  https://www.globalgovernmentfintech.com/artificial-intelligence-risk-financial-fraud-battle/ [última
fecha de consulta: 7 de noviembre de 2024]; TZIAKOURIS, G. “The rise of AI-powered criminals:
Identifying  threats  and  opportunities”  (2023)  [en  línea]  Disponible  en:
https://blog.talosintelligence.com/the-rise-of-ai-powered-criminals/ [última  fecha  de  consulta:  7  de
Noviembre de 2024]. 
37 ARNDT, N. “Nightmare Fuel: Generative AI, Synthetic Biology and Implications for Biosecurity, by
Brendan Walker-Munro” (2024) [en línea] Disponible en: https://emergingthreats.co.uk/nightmare-fuel-
generative-ai-synthetic-biology-and-implications-for-biosecurity-by-brendan-walker-munro/ [última
fecha de consulta: 7 de noviembre de 2024].
38 Sobre  los  riesgos  de  la  autonomía  y  la  inteligencia  artificial,  véase  ONU,  “Governing  AI  for
Humanity: Final Report”,  (2024),  p.7,  28-30. También vease: CHEN J.,  SUN, J,  WANG G.  “From
Unmanned  Systems  to  Autonomous  Intelligent  Systems”  Engineering,  vol.  12  (2022)  [en  línea]
Disponible en: https://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S2095809921004343 [última fecha de
consulta: 7 de Noviembre de 2024]; FORMOSA, P. “Robot Autonomy vs. Human Autonomy: Social
Robots, Artificial Intelligence (AI), and the Nature of Autonomy” Minds and Machines,  vol 31, (2021)
[en línea] Disponible en: https://link.springer.com/article/10.1007/s11023-021-09579-2 [última fecha de
consulta: 7 de Noviembre de 2024].
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56. En dadas circunstancias, en los últimos años se han redoblado los esfuerzos

tanto nacionales como internacionales para regular esta tecnología. En ese

sentido,  los  Estados  han enfatizado  las  discusiones  políticas  tanto  a  nivel

nacional  como  internacional,  reconociendo  la  necesidad  imperante  de

regularla para mitigar los riesgos e incentivar su uso responsable en beneficio

de la humanidad.39

57. Al  respecto,  algunos  organismos  internacionales  han  optado  por  emitir

lineamientos  con  un  enfoque  ético  asociado  al  desarrollo  y  uso  de  la

inteligencia artificial. Tal es el caso de la Organización de las Naciones Unidas

para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) que, en 2021, emitió su

recomendación sobre la ética de la inteligencia artificial, con el propósito de

brindar  un  marco  que  facilite  la  gestión  responsable  de  los  efectos,  tanto

conocidos y desconocidos de esta tecnología, y que fue adoptada por los 193

Estados miembros.40

58. Así, la recomendación de la UNESCO considera a los sistemas de inteligencia

artificial como “tecnologías de procesamiento de la información que integran

modelos y algoritmos que producen una capacidad para aprender y realizar

tareas cognitivas, dando lugar a resultados como la predicción y la adopción

de decisiones en entornos materiales y virtuales. Los sistemas de inteligencia

artificial están diseñados para funcionar con diferentes grados de autonomía,

mediante la modelización y representación del conocimiento y la explotación

de datos y el cálculo de correlaciones”.41

59. El documento hace énfasis en que la definición no pretende ser absoluta

y  atemporal.  En  ese  sentido,  se  enfoca  en  abordar  las  características

39 Entre otros esfuerzos, destaca la Declaración de Bletchley de la Cumbre de Seguridad de la IA del
1 de noviembre de 2024, el Proceso de IA de Hiroshima de los dirigentes del G7, y la Cumbre de Seúl
de mayo de 2024 en la que se adopto una declaración sobre la promoción de IA segura, innovadora e
integral. Asimismo, destacan las labores del Órgano Asesor sobre IA del Secretario General de la
Organización de las Naciones Unidas, el cual emitió su reporte titulado Gobernando la IA para la
humanidad, en septiembre de 2024. 
40 UNESCO,  “Recommendation  on  the  Ethics  of  Artificial  Intelligence”,  en  UNESCO [en  línea].
Disponible en:  https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000381137_eng [última fecha de consulta:
29 de octubre de 2024].
41 Idem.
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generales  y  actuales de  la  inteligencia  artificial,  reconociendo  que  estás

necesariamente evolucionarán con el tiempo.

60. Por  su  parte,  la  Recomendación  sobre  la  Inteligencia  Artificial  de  la

Organización  para  la  Cooperación  y  el  Desarrollo  Económico  (OCDE)

establece diversos principios  destinados  a proporcionar  herramientas  a los

Estados para la creación y desarrollo de políticas sobre esta tecnología. Este

instrumento define a los sistemas de inteligencia  artificial  como “sistema[s]

basado[s]  en máquinas que,  con objetivos explícitos o implícitos,  infiere,  a

partir  de  la  información  que  recibe,  cómo  generar  resultados  tales  como

predicciones, contenido, recomendaciones o decisiones, que pueden influir en

entornos reales o virtuales”.42

61. Además,  en dicha recomendación se establecen cinco principios  para  una

gestión  responsable  y  de  confianza:  a)  crecimiento  inclusivo,  desarrollo

sostenible  y  bienestar;  b)  respeto  al  estado  de  derecho,  a  los  derechos

humanos y a los valores democráticos, incluida la equidad y la privacidad; c)

transparencia  y  explicabilidad;  d)  robustez,  seguridad  y  protección;  y  e)

responsabilidad.

62. Si  bien  tanto  los  lineamientos  de la  OCDE como los  de  la  UNESCO son

herramientas  de  soft  law,  resaltan  la  dificultad  de  obtener  una  definición

unívoca de esta tecnología.

63. Por  otro  lado,  en  el  caso  de  la  Unión  Europea,  en  un  primer  momento,

motivada por impulsar el desarrollo, la utilización y la adopción en el mercado

interior de la IA, así como para proteger los intereses públicos, la salud, la

seguridad y los derechos humanos, desarrolló el Reglamento del Parlamento

Europeo y  del  Consejo  por  el  que se  establecen normas armonizadas  en

materia de inteligencia artificial;  donde se definió a la IA como  “un sistema

basado  en  una  máquina  diseñado  para  funcionar  con  distintos  niveles  de

42 OECD, “Recommendation of the Council  on Artificial Intelligence”, en  OECD Legal Instruments,
2024 [en línea].  Disponible en:  https://legalinstruments.oecd.org/en/instruments/OECD-LEGAL-0449
[última fecha de consulta: 29 de octubre de 2024].
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autonomía, que puede mostrar capacidad de adaptación tras el despliegue y

que, para objetivos explícitos o implícitos, infiere de la información de entrada

que recibe la manera de generar información de salida, como predicciones,

contenidos,  recomendaciones  o  decisiones,  que  puede  influir  en  entornos

físicos o virtuales”43.

64. Asimismo,  dentro  de  la  citada  Unión  Europea,  también  se  emitieron

regulaciones jurídicamente vinculantes en la materia. Tal es el caso de la Ley

de Inteligencia Artificial de la Unión Europea44 así como el  Convenio Marco

sobre Inteligencia  Artificial  y Derechos Humanos,  Democracia  y Estado de

Derecho.45

65. El  primero,  define  la  inteligencia  artificial  como  “un  sistema  basado  en

máquinas  que  está  diseñado  para  funcionar  con  diversos  niveles  de

autonomía y que puede mostrar capacidad de adaptación tras su despliegue,

y que, para objetivos explícitos o implícitos, infiere, a partir de la entrada que

recibe,  cómo  generar  salidas  tales  como  predicciones,  contenidos,

recomendaciones  o  decisiones  que  pueden  influir  en  entornos  físicos  o

virtuales”.46

66. El  segundo,  define a estas tecnologías como “sistema[s]  basado[s]  en una

máquina que está diseñado para funcionar con distintos niveles de autonomía

y que puede mostrar capacidad de adaptación tras el despliegue, y que, para

objetivos explícitos o implícitos infiere de la información de entrada que recibe

la  manera  de  generar  resultado  de  salida,  como predicciones,  contenidos,

recomendaciones  o  decisiones,  que  pueden  influir  en  entornos  físicos  o

virtuales.”47

43 Artículo  3  (Definiciones)  del  Reglamento  de  Inteligencia  Artificial.  Consultable  en:
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2024-0138_ES.pdf
44 La ley de Inteligencia Artificial de la Unión Europea [(EU) 2024/1689], entró en vigor el 1 de agosto
de 2024.
45 Adoptado por el Consejo de Europa en mayo de 2024.
46 Ley de IA de la Unión Europea, artículo 3°.
47 CONSEJO  DE  EUROPA,  “Convenio  Marco  sobre  Inteligencia  Artificial,  Derechos  Humanos,
Democracia  y  Estado  de  Derecho”,  (2024  [en  línea].  Disponible  en:  https://rm.coe.int/1680afae3c
[última fecha de consulta: 29 de octubre de 2024].
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67. Ahora bien,  en septiembre de dos mil veinticuatro, durante el septuagésimo

noveno período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas,

se llevó a cabo la Cumbre del Futuro, en dónde se adoptaron un Pacto para el

Futuro,  un  Pacto  Digital  Global,  y  la  Declaración  para  las  Generaciones

Futuras.48 Si bien en estos instrumentos se reconoce la necesidad de regular

la inteligencia artificial, en ninguno de estos se prevé una definición concreta.

68. A nivel regional, los Estados Unidos de América han definido la inteligencia

artificial  como un “sistema basado en operaciones automáticas que puede,

para  un  conjunto  dado  de  objetivos  definidos  por  humanos,  hacer

predicciones, recomendaciones o decisiones que influyen en entornos reales

o virtuales”.49

69. Finalmente, nuestro país aún no cuenta con una regulación específica para la

inteligencia artificial;  no obstante,  se han presentado diversas iniciativas de

Ley  destinadas  a  este  propósito.50 Aunado  a  ello,  México  fue  uno  de  los

Estados que se adhirió a los principios sobre inteligencia artificial elaborados

por la OCDE y fue uno de los once Estados que, a pesar de no ser miembros

del  Consejo  de  Europa,  participaron  en  la  redacción  del  Convenio  Marco

sobre Inteligencia  Artificial  y Derechos Humanos,  Democracia  y Estado de

Derecho, lo que permitirá ratificar este instrumento.51

70. Por  tanto,  de  lo  anteriormente  expuesto,  se  desprende  que  si  bien  la

Organización  para  la  Cooperación  y  el  Desarrollo  Económico  y  la  Unión

Europea comparten una definición muy similar de lo que es un sistema de

inteligencia  artificial,  las  diferencias  que  existen  entre  las  diversas

48 Organización de las Naciones Unidas, “El Pacto para el Futuro”, A/RES/79/1, 22 de septiembre de
2024.
49 EEUU,  “United  States  Code”  Title  15-  Commerce  and  Trade,  Chapter  119-National  Artificial
Intelligence Innitiative, Section 9401- Definitions, article 3.  United States Code.  Title 15-Commerce
and Trade,  Chapter  119-National  Artificial  Intelligence Initiative,  Section 9401-Definitions,  article  3
“Artificial Intelligence”.
50 Al respecto véase: Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide Ley Federal Que Regula
La Inteligencia Artificial. Publicado en la Gaceta del Senado el 02 de abril de 2024.
51 Véase, SANTAMARINA STETA, “El Consejo de Europa adopta el primer tratado internacional en
materia  de  inteligencia  artificial”  (2024)  [en  línea]  Disponible  en:
https://www.santamarinasteta.mx/publicaciones-y-eventos/articulo/el-consejo-de-europa-adopta-el-
primer-tratado-internacional-en-materia-de-inteligencia-artificial/ [última  fecha  de  consulta:  29  de
octubre de 2024].
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aproximaciones  que  se  han  explorado  en  este  proyecto,  revelan:  a)  la

ausencia  de  un  consenso  internacional  sobre  la  definición  jurídica  de

inteligencia  artificial  y  su  alcance;  b)  los  desafíos  para  la  armonización

normativa a nivel global en la materia; y c) la necesidad de marcos jurídicos

flexibles que puedan adaptarse a definiciones en evolución.

VI.3. Estudio del caso concreto.

71. Con base en las consideraciones antes expuestas, el proyecto de sentencia

que  se  sometió  a  consideración  del  Tribunal  Pleno  proponía  declarar  la

invalidez del artículo 20 Bis del Código Penal para el Estado Libre y Soberano

de Quintana Roo, adicionado mediante el Decreto número 211, publicado en

el  Periódico  Oficial  del  Estado  el  diez  de  abril  de  dos  mil  veinticuatro,  al

estimar que era violatorio del principio de taxatividad previsto en los artículos

14  de  la  Constitución  Federal  y  9  de  la  Convención  Americana  sobre

Derechos Humanos.

72. Esto, al considerar que la definición  de inteligencia artificial, contenida en la

norma impugnada,  era imprecisa y poco clara al estar vinculada,  como un

medio comisivo, a una agravante aplicable a todos los delitos previstos en el

Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, lo que se

estimaba  imposibilitaba  que  las  personas  destinatarias  de  la  norma  y  las

personas  operadoras  jurídicas  conocieran  con  certeza  o  razonabilidad  la

forma en que dicho medio comisivo se concretaría en relación con cada una

de las conductas  tipificadas,  generando incertidumbre y falta  de seguridad

jurídica. 

73. No obstante, al tomarse la votación se registró una mayoría de cinco votos de

las  señoras  Ministras  y  de  los  señores  Ministros  Pardo  Rebolledo,  Batres

Guadarrama, Ríos Farjat,  Laynez Potisek y Presidenta Piña Hernández, en

contra de declarar la invalidez del artículo 20 Bis del Código Penal para el

Estado  Libre  y  Soberano  de  Quintana  Roo.  Las  señoras  Ministras  y  los
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señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf y Pérez

Dayán votaron a favor. 

74. En consecuencia,  dado  el  resultado obtenido,  el  Tribunal  Pleno determinó

desestimar  la  presente  acción  de  inconstitucionalidad,  al  no  alcanzar  una

mayoría calificada, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley

Reglamentaria  de las  Fracciones I  y  II  del  Artículo  105 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos.52

75. Cabe  destacar  que,  de  conformidad  con  lo  previsto  en  el  artículo  tercero

transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada el

veinte  de  diciembre  de  dos  mil  veinticuatro  en  el  Diario  Oficial  de  la

Federación,53 la votación calificada para declarar la invalidez de las normas

impugnadas  sigue  siendo  de  ocho  votos,54 hasta  en  tanto  las  Ministras  y

52 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, previo a la reforma de 3 de abril de 2025:
Artículo 72. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las
normas impugnadas, si fueren aprobadas por cuando menos ocho votos. Si no se aprobaran por la
mayoría indicada, el Tribunal Pleno desestimará la acción ejercitada y ordenará el archivo del asunto.
53 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada el veinte de diciembre de dos mil
veinticuatro en el Diario Oficial de la Federación.
Tercero.-  Hasta en tanto las Ministras y Ministros electos tomen protesta de su encargo ante el
Senado de la República el 1o. de septiembre de 2025, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se
regirá para todos los efectos por las atribuciones, competencias, obligaciones, reglas de votación,
faltas,  licencias  y  demás  disposiciones  contenidas  en  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  la
Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de junio de 2021; con excepción de la
materia  electoral  tal  como  está  previsto  en  la  Ley  General  de  Instituciones  y  Procedimientos
Electorales. En consecuencia, hasta la fecha señalada en el enunciado anterior, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación seguirá funcionando en Pleno o en Salas.
54 Al respecto, el artículo 7, primer párrafo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
abrogada establecía lo siguiente:
“Artículo 7. Las resoluciones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se tomarán por
unanimidad o mayoría de votos, salvo los casos en que, conforme a la Constitución, se requiera
una mayoría de ocho votos de las Ministras y Ministros presentes. En los casos previstos en el
segundo párrafo de la fracción I del artículo 105 Constitucional, las decisiones podrán ser tomadas
por mayoría simple de los miembros presentes, pero para que tenga efectos generales, deberán ser
aprobados por una mayoría de cuando menos ocho votos”.
En consonancia  con tal  disposición,  el  artículo  105,  fracción II,  último párrafo  de la  Constitución
Política  de  los  Estados Unidos  Mexicanos,  previo  a  la  reforma del  Poder  Judicial  de  quince  de
septiembre de dos mil veinticuatro, establecía lo siguiente:
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentaria, de los asuntos siguientes:
(…)
II.  De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción
entre una norma de carácter general y esta Constitución.
(…)
Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las
normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayoría de cuando menos ocho
votos. (…)”.
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Ministros  electos  tomen  protesta  de  su  encargo  ante  el  Senado  de  la

República el primero de septiembre de dos mil veinticinco.

VII. DECISIÓN.

Por lo  expuesto,  el  Tribunal  Pleno de  la  Suprema Corte  de Justicia  de la

Nación resuelve:

PRIMERO. Es procedente la presente acción de inconstitucionalidad.

SEGUNDO. Se desestima en la presente acción de inconstitucionalidad. 

TERCERO. Publíquese esta  resolución  en  el  Semanario  Judicial  de  la

Federación y su Gaceta.

Notifíquese; mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el

expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

En relación con el punto resolutivo primero:

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las señoras Ministras y de

los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Pardo

Rebolledo, Batres Guadarrama, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y

Presidenta Piña Hernández,  respecto de los apartados del  I  al  V relativos,

respectivamente, a la competencia, a la precisión de las normas impugnadas,

a  la  oportunidad,  a  la  legitimación  y  a  las  causas  de  improcedencia  y

sobreseimiento.

En relación con el punto resolutivo segundo:
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Se  expresó  una  mayoría  de  cinco  votos  en  contra  de  las  señoras

Ministras y de los señores Ministros Pardo Rebolledo, Batres Guadarrama,

Ríos  Farjat,  Laynez  Potisek  y  Presidenta  Piña  Hernández,  respecto  del

apartado VI, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez

del  artículo  20  Bis  del  Código  Penal  para  el  Estado  Libre  y  Soberano  de

Quintana Roo. Las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz

Mena, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf y Pérez Dayán votaron a favor.

Dado el resultado obtenido, el Tribunal Pleno determinó desestimar el

planteamiento consistente en declarar la invalidez del precepto referido, al no

alcanzar una mayoría calificada, con fundamento en lo dispuesto en el artículo

72 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II  del Artículo 105 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En relación con el punto resolutivo tercero:

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las señoras Ministras y de

los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Pardo

Rebolledo, Batres Guadarrama, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y

Presidenta Piña Hernández.

El señor Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá no asistió a la

sesión  de  veintiocho  de  abril  de  dos  mil  veinticinco  previo  aviso  a  la

Presidencia.

La señora Ministra Presidenta Piña Hernández declaró que el asunto se

resolvió en los términos precisados.

Firman las señoras Ministras Presidenta y la Ponente con el Secretario

General de Acuerdos quien da fe.

PRESIDENTA 
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   ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 104/2024

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

PONENTE

MINISTRA LORETTA ORTIZ AHLF

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

LIC. RAFAEL COELLO CETINA

Esta hoja corresponde a la sentencia de la acción de inconstitucionalidad 104/2024,
fallada en sesión de veintiocho de abril  de dos mil veinticinco por el Pleno de la
Suprema Corte  de  Justicia  de  la  Nación  en el  sentido  siguiente:  PRIMERO. Es
procedente la presente acción de inconstitucionalidad.  SEGUNDO. Se  desestima
en  la  presente  acción  de  inconstitucionalidad.  TERCERO. Publíquese esta
resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Conste.
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